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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de septiembre de 

2025 dos mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone la iniciativa de reforma a que se adicionan los artículos 312- 

1; 312-2; 312-3; 312-4; 312-5; 312-6; y, 312-7 de la Ley para el Gobierno 

y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato. 

En virtud de lo anterior, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 28 de 

agosto de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 32, celebrada el 5 de septiembre del año 2025, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 34, celebrada 

el 18 de septiembre de 2025, se aprobó este documento en los términos 

que más adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual 

opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por la diputada Miriam 

Reyes Carmona del Grupo Parlamentario de Morena, a efecto de: 

❖ Adicionar los artículos 312-1; 312-2; 312-3; 312-4; 312-5; 312-6; y, 

312-7 a la Ley para el Gobierno y Administración de los 

Municipios del Estado de Guanajuato 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa para adicionar un capítulo relativo al Gobierno 

Digital Municipal presenta un esfuerzo valioso en el sentido de introducir 

en la legislación lineamientos generales que orienten la modernización 

de la gestión pública a través de herramientas tecnológicas. Algunos 

de los artículos propuestos conservan un nivel de abstracción 

adecuado, pues fijan objetivos y principios sin invadir la esfera de 

autoorganización de los Ayuntamientos, lo cual permite que su 

desarrollo sea mediante reglamentos o lineamientos locales, conforme 

a las capacidades presupuestarias y administrativas de cada 

municipio. 

No obstante, también se identifican disposiciones que requieren 

un análisis más detallado, en particular aquellas que prevén estructuras 

administrativas específicas o funciones muy concretas. En estos casos, 

aun cuando la intención de homologar criterios es positiva, se corre el 

riesgo de incidir en ámbitos que corresponden a la facultad 



 

4 

 

reglamentaria de los municipios o de duplicar mecanismos que ya 

operan en plataformas estatales o municipales. Por lo que sería 

recomendable cuidar los alcances normativos para evitar cargas 

innecesarias. 

De igual forma, debe considerarse que la implementación de un 

modelo de gobierno digital supone retos adicionales en materia 

presupuestaria, de infraestructura tecnológica y de ciberseguridad. 

Una regulación demasiado amplia, sin prever esquemas de 

gradualidad y apoyo técnico, podría traducirse en un mandato de 

difícil cumplimiento para ciertos Ayuntamientos. Por ello, resulta 

aconsejable que las disposiciones legales se mantengan como marco 

general, dejando a la reglamentación secundaria el diseño operativo 

que atienda las realidades particulares de cada municipio. 

IV. INTRODUCCIÓN. 

 

El uso de las tecnologías de la información y comunicación (TIC) 

ha transformado de manera significativa la forma en que se organizan 

y operan las instituciones públicas. Su incorporación en la 

administración pública no solo ha permitido mayor eficiencia en la 

gestión de trámites y servicios, sino que también ha impulsado nuevos 

esquemas de relación con la ciudadanía, más abiertos, inmediatos y 

transparentes. 

 

En México, la incorporación de las TIC en la gestión gubernamental 

se ha dado de manera gradual desde la década de los ochenta, con 

el desarrollo de bases de datos nacionales y, posteriormente, con la 



 

5 

 

Estrategia Digital Nacional. A nivel estatal y municipal, estas prácticas 

han evolucionado hacia modelos de gobierno electrónico y gobierno 

digital, con énfasis en la simplificación administrativa, la participación 

ciudadana y la rendición de cuentas. 

 

El concepto de gobierno digital puede entenderse como la 

aplicación de las TIC en los procesos de gestión pública con el fin de 

mejorar cualitativamente los servicios, incrementar la eficiencia 

administrativa y ampliar la transparencia en el ejercicio de funciones 

gubernamentales. Se trata de un medio para fortalecer la relación 

entre el Estado y la sociedad, más que de un fin en sí mismo. 

 

Diversos organismos internacionales, como la Organización de los 

Estados Americanos, han reconocido la importancia del gobierno 

electrónico como herramienta para promover la transparencia y la 

integridad en la gestión pública. La “Declaración de Santo Domingo” 

de 2006, adoptada en la Asamblea General de la OEA, subrayó el 

compromiso de los gobiernos de la región de utilizar estas tecnologías 

para modernizar al Estado y satisfacer las necesidades de la población 

de manera más eficiente. 

 

El desarrollo del gobierno digital no ha sido uniforme. Se han 

identificado fases progresivas que van desde la presencia básica en 

línea (difusión de información), la interacción (comunicación 

bidireccional), la transacción (trámites completos en línea), hasta 

etapas más avanzadas de transformación y participación 
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democrática, que incluyen mecanismos como la ventanilla única o 

incluso el voto electrónico. 

 

En cada una de estas fases, los desafíos son distintos: en las etapas 

iniciales, la prioridad es garantizar el acceso a la información; en las 

fases avanzadas, los retos giran en torno a la interoperabilidad de 

sistemas, la protección de datos personales y la seguridad informática. 

Estos elementos resultan esenciales para asegurar la confianza de los 

ciudadanos en el uso de plataformas digitales gubernamentales. La 

interoperabilidad de sistemas, entendida como la capacidad de 

distintas plataformas tecnológicas de compartir información de 

manera segura y eficiente, es otro de los grandes retos. Su adecuada 

implementación requiere protocolos y estándares comunes, así como 

sistemas robustos de seguridad informática que eviten vulneraciones 

indebidas y garanticen certeza y legalidad en el manejo de la 

información pública. 

 

A nivel internacional, se reconoce que la ciberseguridad y la 

protección de datos son pilares fundamentales para consolidar la 

confianza en el gobierno digital. La Unión Europea, a través del 

Reglamento (UE) 910/2014 (eIDAS), ha fijado estándares de 

identificación y servicios de confianza electrónica que hoy sirven como 

referencia mundial. Estos marcos comparados resultan útiles para 

enriquecer los esfuerzos locales, aún cuando su aplicación directa no 

sea obligatoria. 
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En este contexto, la propuesta de adicionar artículos a la Ley para 

el Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de 

Guanajuato se inscribe en una tendencia global que busca dotar a las 

administraciones públicas de herramientas modernas para responder 

a las exigencias ciudadanas. Su análisis debe hacerse considerando 

tanto los beneficios que promete, como los retos técnicos, 

presupuestales y jurídicos que implica su implementación en el ámbito 

municipal. 

 

 

 

V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

La iniciativa materia de análisis propone: adicionar los artículos 312-1 al 

312-7 a la Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del 

Estado de Guanajuato, a fin de establecer un marco normativo 

específico sobre Gobierno Digital Municipal. 

 

Texto vigente del artículo 312 Texto propuesto (artículos 312-1 

a 312-7) 

Gobierno Electrónico 

Artículo 312. Es la aplicación de 

las tecnologías de la información y 

comunicación en funcionamiento 

del sector público, con el objetivo 

de incrementar la eficiencia, la 

transparencia y la participación 

ciudadana. 

Gobierno Electrónico 

Artículo 312. Es la aplicación de las 

tecnologías de la información y 

comunicación en funcionamiento del 

sector público, con el objetivo de 

incrementar la eficiencia, la 

transparencia y la participación 

ciudadana. 
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El Ayuntamiento, deberá en 

atención a su capacidad 

presupuestaria agilizar, optimizar, 

flexibilizar, transparentar y abaratar 

procesos de la administración 

pública, utilizando mejores 

herramientas de gestión y modelos 

adecuados a las necesidades del 

municipio. 

El Ayuntamiento, deberá en atención a 

su capacidad presupuestaria agilizar, 

optimizar, flexibilizar, transparentar y 

abaratar procesos de la administración 

pública, utilizando mejores 

herramientas de gestión y modelos 

adecuados a las necesidades del 

municipio. 

 

 

Objeto del Gobierno Digital 

Municipal 

Artículo 312-1. El Gobierno Digital 

Municipal tiene por objeto modernizar 

la gestión pública mediante el uso de 

tecnologías de la información y la 

comunicación, con el fin de mejorar la 

eficiencia administrativa, la 

transparencia, la participación 

ciudadana y la calidad en la prestación 

de los servicios públicos. 

 

Principios rectores 

Artículo 312-2. El Gobierno Digital 

Municipal tiene como principios 

rectores los siguientes: 

I. Eficiencia y eficacia administrativa; 

II. Transparencia y rendición de 

cuentas; 

III. Acceso universal a los servicios 
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digitales; 

IV. Interoperabilidad de sistemas y 

plataformas; 

V. Protección de datos personales y 

ciberseguridad; 

VI. Inclusión digital; y, 

VII. Innovación tecnológica continua. 

 

Implementación de políticas 

públicas 

Artículo 312-3. La implementación de 

políticas pública del Gobierno Digital 

Municipal comprenderá lo siguiente: 

I. La digitalización de trámites y 

servicios públicos; 

II. La creación de plataformas 

electrónicas para la gestión 

administrativa; 

III. La adopción de firmas electrónicas 

en actos administrativos; 

IV. La habilitación de portales de 

transparencia proactiva; y, 

V. La simplificación de procedimientos 

mediante el uso de tecnologías de la 

información y comunicación. 

 

Unidad de Gobierno Digital 

Municipal 

Artículo 312-4. Los Municipios 

deberán contar con una Unidad de 
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Gobierno Digital Municipal, encargada 

de lo siguiente: 

I. Diseñar e implementar la política 

digital municipal; 

II. Coordinar la interoperabilidad de los 

sistemas de información; 

III. Garantizar la seguridad de la 

infraestructura tecnológica; y, 

IV. Impulsar la capacitación continua 

en competencias digitales del personal 

municipal. 

 

Participación ciudadana 

Artículo 312-5. Los Municipios 

deberán promover la participación 

ciudadana a través de medios 

electrónicos que permitan: 

I. Consultas públicas en línea; 

II. Presupuestos participativos 

digitales; 

III. Mecanismos de denuncia y quejas 

en plataformas digitales; y, 

IV. Foros virtuales de deliberación 

ciudadana. 

 

Consulta de información en tiempo 

real 

Artículo 312-6. Los Municipios 

fomentarán el desarrollo de 

aplicaciones de Gobierno Abierto, que 
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permitan la consulta de información 

pública en tiempo real sobre el 

ejercicio del gasto público, obras 

públicas, adquisiciones y otros temas 

de interés social. 

 

Política de ciberseguridad 

Artículo 312-7. Los Municipios 

deberán implementar políticas de 

ciberseguridad que garanticen la 

integridad, disponibilidad y 

confidencialidad de la información en 

poder de la Administración Pública 

Municipal. 

Asimismo, se deberán adoptar 

medidas para el resguardo, protección 

y tratamiento de datos personales, en 

términos de la legislación aplicable en 

materia de protección de datos y 

acceso a la información pública. 

 

VI. COMENTARIOS PARTICULARES 

❖ Adición del artículo 312-1. Objeto del Gobierno Digital 

Municipal 

El artículo 312-1 resulta pertinente en la medida en que establece 

de manera clara el objeto del Gobierno Digital Municipal, orientándolo 

hacia la modernización de la gestión pública mediante el uso de 
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tecnologías de la información y la comunicación. Con ello se fijan 

directrices generales que reflejan la tendencia internacional de 

impulsar administraciones públicas más eficientes, transparentes y 

cercanas a la ciudadanía. 

Su redacción conserva un nivel de abstracción adecuado, pues 

se limita a describir los fines del gobierno digital sin entrar en cuestiones 

operativas que, por su naturaleza, deben quedar en manos de la 

reglamentación secundaria y de los propios lineamientos que emitan 

los Ayuntamientos. Esta técnica legislativa favorece la flexibilidad, al 

permitir que cada municipio adopte las medidas que mejor se ajusten 

a sus capacidades presupuestarias y necesidades locales, respetando 

así la autonomía municipal prevista en el artículo 115 constitucional. 

Asimismo, la inclusión de un objeto normativo en la ley contribuye 

a dotar de certeza al marco jurídico, al fijar una meta común para 

todas las administraciones municipales. Se trata de una disposición que 

ofrece un horizonte de actuación, sin generar cargas específicas, lo 

que facilita su armonización con los instrumentos reglamentarios y con 

las prácticas ya existentes en algunos municipios que han iniciado 

procesos de digitalización de servicios. 

❖ Adición del artículo 312-2. Principios rectores del Gobierno 

Digital Municipal 

El artículo 312-2 propone un catálogo de principios rectores que 

orientan la implementación del Gobierno Digital Municipal, tales como 

la eficiencia administrativa, la transparencia, el acceso universal, la 
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interoperabilidad, la protección de datos personales, la inclusión digital 

y la innovación tecnológica. La incorporación de estos principios en el 

texto legal es positiva, pues aporta un marco conceptual homogéneo 

que puede guiar tanto la interpretación normativa como la actuación 

de las autoridades municipales. 

Debe tenerse presente, sin embargo, que varios de estos principios 

requieren un desarrollo técnico especializado para su materialización. 

Tal es el caso de la interoperabilidad de sistemas o la protección de 

datos personales, que demandan estándares de carácter tecnológico 

y esquemas de coordinación intergubernamental. Por ello, conviene 

que la norma se mantenga en este plano general, dejando a los 

reglamentos y protocolos la definición de mecanismos específicos de 

implementación, con el fin de evitar rigideces normativas que puedan 

limitar la capacidad de adaptación de los municipios. 

Finalmente, resulta oportuno vincular este catálogo de principios 

con experiencias comparadas que han servido de referente a nivel 

internacional. El Reglamento (UE) 910/2014, conocido como eIDAS, 

constituye un ejemplo ampliamente citado al fijar parámetros sobre 

firma electrónica, autenticación y servicios de confianza digital. Tomar 

en cuenta este tipo de marcos internacionales no implica su 

incorporación literal, pero sí puede aportar criterios de buenas 

prácticas para robustecer la interoperabilidad y la seguridad de los 

sistemas municipales, fortaleciendo la confianza ciudadana en los 

servicios digitales. 
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❖ Adición del artículo 312-3. Implementación de políticas 

públicas de Gobierno Digital Municipal 

El artículo 312-3 resulta relevante al enumerar las políticas públicas 

que integran el Gobierno Digital Municipal, tales como la digitalización 

de trámites, la creación de plataformas electrónicas, la adopción de 

firmas digitales y la simplificación administrativa. La disposición 

responde a una necesidad práctica de orientar a los municipios hacia 

esquemas modernos de gestión, al tiempo que promueve la eficiencia 

y la cercanía con la ciudadanía. 

Debe señalarse, sin embargo, que en el ámbito estatal ya existe la 

Ley sobre el Uso de Medios Electrónicos y Firma Electrónica para el 

Estado de Guanajuato y sus Municipios, la cual establece parámetros 

específicos sobre validez, uso y efectos jurídicos de las firmas 

electrónicas. En este sentido, sería recomendable revisar la propuesta 

a fin de evitar duplicidades o contradicciones normativas, 

particularmente respecto a la mención de “actos administrativos”, 

pues esta expresión remite a requisitos de validez y procedimientos que 

dependen del tipo de autoridad emisora y que ya cuentan con criterios 

técnicos y jurisprudenciales. Una alternativa viable sería referirse 

únicamente a la “firma digital” o “firma electrónica”, lo cual brindaría 

mayor armonía con el marco estatal y federal vigente. 

En este punto resulta ilustrativo considerar la experiencia 

comparada del Reglamento eIDAS de la Unión Europea, ampliamente 

reconocido como un estándar internacional en materia de confianza 

digital. Este marco normativo enfatiza que las firmas electrónicas 
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deben contar con plena validez jurídica y que su eficacia depende de 

criterios técnicos verificables que garanticen la identidad del firmante, 

la integridad de la información y la interoperabilidad de los sistemas. 

Asimismo, resalta la importancia de que los servicios públicos en línea 

se apoyen en mecanismos uniformes y confiables de autenticación 

digital, lo que ha permitido a los Estados miembros fortalecer la 

seguridad y la confianza ciudadana en la gestión electrónica. Retomar 

estas buenas prácticas internacionales daría mayor solidez técnica y 

proyección a la regulación propuesta en Guanajuato. 

❖ Adición del artículo 312-4. Unidad de Gobierno Digital 

Municipal 

La propuesta de crear en cada municipio una Unidad de 

Gobierno Digital Municipal refleja la intención de fortalecer las 

capacidades técnicas y organizativas para la implementación de 

políticas digitales. Con ello se busca garantizar que exista un área 

especializada encargada de coordinar la estrategia, promover la 

interoperabilidad de sistemas, resguardar la seguridad tecnológica y 

fomentar la capacitación de servidores públicos en competencias 

digitales. 

No obstante, debe tomarse en cuenta que en la práctica muchos 

Ayuntamientos ya cuentan con áreas de informática, social o unidades 

administrativas que realizan tareas afines, además de la intervención 

de órganos internos de control que supervisan procesos relacionados 

con el uso de tecnologías. En este contexto, resultará fundamental 

cuidar que la nueva unidad se articule con las estructuras ya existentes, 
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a fin de evitar duplicidades y aprovechar de manera eficiente los 

recursos humanos y materiales disponibles. 

En este sentido, más que crear instancias completamente nuevas, 

el valor de la disposición radica en establecer un marco jurídico que 

dé respaldo a las funciones digitales y fomente su integración con las 

áreas municipales. De esa manera, la norma puede servir como 

catalizador para alinear las políticas de gobierno digital con estándares 

técnicos y de seguridad, sin generar cargas innecesarias ni desplazar a 

los órganos que ya desempeñan funciones semejantes. 

Un aspecto a considerar en la implementación de la Unidad de 

Gobierno Digital Municipal es el impacto presupuestal que puede 

representar para los Ayuntamientos, particularmente para aquellos con 

limitados recursos financieros. La disposición será más efectiva si se 

acompaña de esquemas graduales y de apoyo técnico que permitan 

a cada municipio adecuar su estructura conforme a sus posibilidades. 

Ello garantizará que el fortalecimiento del gobierno digital no se 

traduzca en una carga administrativa desproporcionada, sino en una 

inversión sostenible y progresiva que incremente la capacidad 

institucional en el mediano y largo plazo. 

❖ Adición del artículo 312-5. Participación ciudadana digital 

El artículo 312-5 introduce mecanismos de participación 

ciudadana digital como consultas públicas en línea, plataformas para 

denuncias y quejas, así como foros virtuales de deliberación. Estos 

elementos son positivos porque buscan fortalecer el vínculo entre 
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ciudadanía y autoridades, incrementando los canales de diálogo y 

transparencia en la gestión municipal. No obstante, debe cuidarse que 

los mecanismos de denuncia propuestos se armonicen con los ya 

existentes en el marco del Sistema Estatal Anticorrupción, que 

actualmente ofrece vías formales para recibir y dar trámite a quejas 

ciudadanas. De lo contrario, podrían generarse duplicidades que 

resten eficacia a las herramientas ya consolidadas en la entidad. 

No obstante, el apartado relativo a los presupuestos participativos 

digitales merece una consideración especial. Si bien la intención de 

acercar a la ciudadanía a las decisiones presupuestales es legítima y 

responde a un espíritu democrático, debe recordarse que la 

planeación y aprobación del presupuesto corresponde 

constitucionalmente al Congreso del Estado y, en el ámbito local, a los 

Ayuntamientos. Delegar esa facultad de manera directa a 

mecanismos digitales de votación podría generar riesgos de viabilidad 

jurídica y de equilibrio en las finanzas públicas, ya que el diseño 

presupuestal se construye a partir de estudios técnicos, criterios de 

proporcionalidad y prioridades que abarcan sectores sensibles como 

salud, educación o seguridad. 

En este sentido, sería prudente revisar alternativas que permitiría 

conservar el espíritu participativo sin comprometer la certeza 

presupuestal, como impulsar consultas o ejercicios digitales de carácter 

orientador o consultivo, que aporten información útil a las autoridades 

en la definición de prioridades, pero sin sustituir la responsabilidad 

constitucional de los órganos competentes. De esta manera, se 
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mantiene el objetivo de involucrar a la ciudadanía en el uso de recursos 

municipales, al tiempo que se asegura la correcta aplicación de las 

facultades en materia presupuestaria y se evitan posibles controversias 

jurídicas en el futuro. 

 

❖ Adición del artículo 312-6. Consulta de información en tiempo 

real 

El artículo 312-6 plantea la posibilidad de que los municipios 

desarrollen aplicaciones de Gobierno Abierto que permitan la consulta 

en tiempo real de información relativa al gasto público, la ejecución 

de obra y otros asuntos de interés social. La propuesta refleja la 

importancia de fortalecer la transparencia y de acercar la información 

pública a la ciudadanía mediante herramientas digitales que faciliten 

el seguimiento de la gestión municipal. 

Debe considerarse, sin embargo, que en la práctica ya existen 

experiencias similares en el ámbito estatal y federal. En Guanajuato, el 

Gobierno del Estado publica información sobre obras y licitaciones, 

mientras que a nivel federal se cuenta con portales que concentran 

datos sobre contrataciones y ejecución de proyectos. Por ello, resultará 

fundamental que los esfuerzos municipales se articulen con estas 

plataformas, evitando duplicidades y asegurando la coherencia en la 

información disponible para la ciudadanía. 

De igual manera, debe cuidarse con especial atención el 

tratamiento de datos sensibles o de carácter personal. La publicación 
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en tiempo real puede comprometer información protegida por la 

legislación en materia de transparencia y acceso a la información,  así 

como exponer datos que afecten la seguridad de contratistas o de las 

propias instituciones. Un adecuado equilibrio entre apertura de datos y 

protección de información confidencial permitirá que la medida 

cumpla su objetivo de transparencia sin generar riesgos indebidos para 

los usuarios ni para la administración municipal. 

❖ Adición del artículo 312-7. Política de ciberseguridad 

El artículo 312-7 incorpora la obligación de que los municipios 

implementen políticas de ciberseguridad, con el fin de garantizar la 

integridad, disponibilidad y confidencialidad de la información en 

poder de la administración pública municipal. Se trata de un tema de 

creciente relevancia, pues la digitalización de servicios genera al 

mismo tiempo oportunidades de eficiencia y riesgos asociados al 

manejo de datos. 

La inclusión de este tipo de disposiciones permite reconocer que 

la ciberseguridad no depende únicamente de medidas técnicas, sino 

también de la definición de protocolos claros de prevención, 

detección y respuesta ante incidentes. Ello supone contar con 

esquemas de auditoría, registro de accesos y mecanismos de 

validación que aseguren tanto la protección de la información como 

la trazabilidad de los actos realizados en medios electrónicos. 

Asimismo, debe subrayarse que la protección de datos personales 

forma parte esencial de cualquier política de ciberseguridad. El 
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resguardo adecuado de información sensible es un requisito 

indispensable para que los ciudadanos confíen en los sistemas digitales 

municipales. En este sentido, resulta recomendable que los municipios 

adopten estándares de gestión de riesgos, esquemas de certificación 

y prácticas de interoperabilidad que permitan mantener un nivel de 

seguridad uniforme, robusto y confiable, en línea con los modelos que 

actualmente se consideran referentes internacionales en materia de 

confianza digital. 

❖ Sobre los artículos transitorios 

Los artículos transitorios de la iniciativa establecen que el decreto 

entrará en vigor al día siguiente de su publicación, que los 

Ayuntamientos contarán con un plazo de ocho meses para adecuar 

su normativa y estructuras, y que deberán incluir en sus presupuestos las 

partidas necesarias para la implementación gradual de sus políticas de 

gobierno digital. Estas disposiciones muestran la intención de que la 

reforma tenga efectos inmediatos y que se avance con rapidez en la 

consolidación de herramientas tecnológicas en el ámbito municipal. 

No obstante, debe considerarse que para diversos municipios el 

plazo de ocho meses podría resultar limitado, en especial para aquellos 

con menores capacidades técnicas o presupuestales. La 

implementación de plataformas digitales, la capacitación del personal 

y la adecuación de la normativa interna requieren de planeación 

cuidadosa y recursos adicionales. Por ello, sería conveniente que en la 

etapa de aplicación se contemple cierta flexibilidad, o bien el 

acompañamiento institucional necesario, de manera que los 
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Ayuntamientos puedan cumplir con la reforma en condiciones 

realistas, evitando que la premura afecte la calidad de los procesos de 

transición hacia el gobierno digital. 

 

 

CONCLUSIONES: 

La iniciativa para adicionar los artículos 312-1 a 312-7 constituye un 

esfuerzo relevante para colocar al Gobierno Digital Municipal en el 

centro de la agenda normativa local. Sus disposiciones reflejan una 

intención positiva de modernizar la gestión pública, ampliar la 

transparencia y fomentar la participación ciudadana mediante el uso 

de tecnologías digitales. No obstante, sería recomendable analizar con 

mayor detalle aquellas disposiciones que, por su nivel de especificidad, 

podrían acercarse a la esfera reglamentaria propia de los 

Ayuntamientos, con el fin de asegurar una implementación armónica 

y respetuosa de la autonomía municipal. 

Asimismo, la imposición de nuevas estructuras como las Unidades 

de Gobierno Digital y la obligación de prever partidas presupuestales 

específicas en un plazo de ocho meses pueden resultar onerosas para 

municipios con limitados recursos financieros y capacidades técnicas. 

La norma debe considerar que la desigualdad entre municipios en 

materia de infraestructura tecnológica es significativa, y que sin apoyos 

diferenciados la reforma podría traducirse en mandatos de difícil 

cumplimiento, más formales que efectivos. 
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Finalmente, aunque la propuesta abona en la transparencia y la 

participación ciudadana, persisten riesgos que deben atenderse: la 

duplicidad de mecanismos de denuncia frente al Sistema Estatal 

Anticorrupción, la falta de claridad sobre los alcances de los 

presupuestos participativos digitales, y la exposición de datos sensibles 

sin protocolos robustos de ciberseguridad. La viabilidad de la iniciativa 

depende, en consecuencia, de un ajuste cuidadoso que permita 

conservar sus objetivos de modernización, al tiempo que se eviten 

excesos normativos y se aseguren condiciones realistas de 

implementación. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 


